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Acta No. 155 de abril 22 de 2009
Decide la Sala la impugnación que la demandante presentó contra la sentencia del 26 de febrero del presente año, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en la acción de tutela que Patricia Amaya le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino. 
  



ANTECEDENTES

Con el fin de que se le protegieran los derechos fundamentales al trabajo, al debido proceso y a la seguridad social, Patricia Amaya demandó a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, entidad que los viene vulnerando ya que le fue informado el 7 de enero del presente año que su vínculo laboral con la entidad en liquidación terminaba el 15 de febrero siguiente, no obstante que está protegida por el retén social en calidad de prepensionada, beneficio que debe extenderse hasta cuando cumpla los requisitos para pensionarse o se produzca el último acto de liquidación.

Admitida la acción se dio traslado a la accionada que en tiempo se pronunció por medio de la apoderada general del liquidador; después de recordar algunas disposiciones legales relacionadas con la supresión de la ESE y con una modificación de su planta de personal, dijo que a la trabajadora se le hizo saber que su relación se extendería hasta el 15 de febrero  y se procedió a la liquidación de sus prestaciones y de la indemnización respectiva; agregó que mediante Decreto 431 del 13 de febrero de 2009, se prorrogó el plazo de liquidación de la empresa hasta el 15 de mayo del presente año, que, por ahora, es la fecha hasta la que se extenderá la protección de la demandante, si no es posible ejecutar el último acto de liquidación con anterioridad; agregó que la accionante cuenta con otros medios de defensa judicial para la protección de sus derechos de índole laboral, particularmente para atacar el acto por medio del cual se dispuso la supresión de su cargo y que ella no puede ser beneficiaria de convención colectiva alguna. 
Dictó sentencia el juzgado en la que negó el amparo porque consideró que en el caso de Patricia Amaya no se han vulnerado los derechos fundamentales cuya protección reclama en vista de que su permanencia en la empresa se extendió hasta el 15 de mayo del presente año, tal como ella misma lo comunicó y lo hizo saber la demandada. 

Impugnó la actora porque en su sentir, a pesar de que es cierto que sigue desempeñando sus labores, el vínculo terminará antes de que cumpla los requisitos para acceder a su pensión y se pregunta qué será de su período restante, ya que su edad no le permitirá acceder a otro empleo; es decir, que no se cumple la finalidad del retén social.

Ahora se resuelve lo pertinente, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

En este caso se pide la protección de varios de esos derechos: al trabajo, al debido proceso y a la seguridad social, que la demandante estima conculcados por la ESE Rita Arango Álvarez del Pino porque se le comunicó que su relación laboral se extendía hasta el 15 de febrero del presente año. 

Por supuesto que hay una cuestión sustancial en el presente asunto que torna improcedente, como lo dijo la juez de primer grado, la protección impetrada.  Está relacionada con que mediante Decreto 431 de 2009, el Gobierno Nacional prorrogó el plazo dispuesto para la liquidación de la Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino hasta el 15 de mayo de 2009 o hasta antes si se logran concluir los procesos que sustentan dicha prórroga. Es decir, que aquella fecha del 15 febrero mencionada fue postergada. 
Así le fue informado a la demandante, a quien se le hizo saber, además, que su estadía en el cargo también se extendería hasta esa fecha que, claro está, no ha llegado. 

Tiene dicho la jurisprudencia que:
“si bien el amparo otorgado en el retén social no puede tener límites temporales arbitrarios, como el impuesto por la Ley 812 de 2003 y que por ende fue declarado inexequible, la protección solo puede ser extendida hasta que haya posibilidades fácticas y jurídicas de otorgarla,  lo cual presupone la existencia misma de la empresa. Es decir que, las personas beneficiarias del retén social gozaban de una estabilidad reforzada mientras estuviese vigente el proceso liquidatorio …, pero una vez culminado éste y extinguida jurídicamente la entidad, la protección conferida no encuentra fundamento en derecho para ser aplicada, dado que la persona jurídica que debe otorgarla dejó de existir.” 

De manera que si ella está actualmente prestando sus servicios a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino y lo hará hasta el 15 de mayo que viene, o por lo menos hasta cuando se ejecute el último acto de liquidación, no puede sostenerse que se le está vulnerando derecho alguno, que no puede serlo la mera expectativa de quedarse sin empleo una vez finiquitado ese trámite, porque con precisión se ha fijado el límite temporal del retén social que sólo se extiende hasta cuando el trabajador sea incluido en nómina de pensionados o hasta cuando aquél proceso termine definitivamente, eso sí, lo que primero ocurra. 
Así vistas las cosas, se confirmará el fallo impugnado. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 26 de febrero del presente año, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local en la acción de tutela que Patricia Amaya le promovió a la ESE Rita Arango Álvarez del Pino
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sentencia T-971 de 2006; en el mismo sentido se pueden consultar múltiples decisiones, entre ellas las sentencias T-009 de 2008 que cita la demandante y T-889 de 2008
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